- 9 -


CONSEJO PERMANENTE DE LA
OEA/Ser.G


ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS
CSH/GT/RTP V-4/17 rev. 6




7 marzo 2018

COMISIÓN DE SEGURIDAD HEMISFÉRICA
Original: español


Grupo de Trabajo encargado de los preparativos


de la Quinta Reunión de Autoridades Nacionales en 


Materia de Trata de Personas
ESFUERZOS HEMISFÉRICOS PARA ENFRENTAR LA TRATA DE PERSONAS (DECLARACIÓN DE MÉXICO)
/
(Aprobado en el marco del Grupo de Trabajo y elevado para la consideración de la CSH,
para su posterior remisión a la Quinta Reunión de Autoridades Nacionales
en Materia de Trata de Personas)
RECONOCIENDO que el delito de la trata de personas, y la explotación humana como su fin último, es un grave problema en el mundo, que merece ser calificado como una forma moderna de esclavitud; 
ENFATIZANDO que el delito de la trata de personas, particularmente cuando adquiere un carácter de delincuencia organizada transnacional, demanda un intenso esfuerzo de cooperación entre los Estados de origen, tránsito y destino de las víctimas para prevenirlo y combatirlo eficazmente con medidas integrales; 
RECONOCIENDO TAMBIÉN la necesidad de continuar desarrollando y perfeccionando políticas de migración nacionales y subregionales, de modo que se prevengan las violaciones de los derechos humanos de las personas migrantes y protegerlas en su vulnerabilidad frente a la trata de personas que acompaña al incremento de las corrientes migratorias; 
DESTACANDO el papel de la sociedad civil y otros actores sociales, de conformidad con el derecho interno, como asociados en el desarrollo y la ejecución de actividades de prevención y lucha contra la trata de personas y, en particular, en la protección y asistencia de las víctimas de la trata de personas; 
REITERANDO la Declaración Interamericana para Enfrentar la Trata de Personas (Declaración de Brasilia), adoptada el 5 de diciembre de 2014; 

RECONOCIENDO que la mayoría de las víctimas de la trata de personas a nivel mundial son mujeres y niñas, así como personas marginalizadas y vulnerables, que requieren de una respuesta como víctimas que preste atención a la edad y el género. 
RECIBIENDO CON BENEPLÁCITO la ratificación o adhesión por 172 Estados Partes del Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especialmente mujeres y niños (Protocolo de la Convención de Palermo)
, que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, mediante el cual se dispone un marco jurídico mundial eficaz para promover la cooperación internacional contra este delito; 
RECONOCIENDO la Agenda 2030 como un marco para el desarrollo sostenible que puede ayudar a los países a trabajar hacia el logro de la paz y la prosperidad en el mundo, incluidos los objetivos y metas relacionados con la erradicación de la trata de personas: metas 5.2, 8.7 y 16.2 de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS); 
TOMANDO NOTA de la Declaración de Nueva York para los Refugiados y los Migrantes, adoptada el 13 de diciembre de 2016, que señala la importancia de articular esfuerzos relacionados con la asistencia y protección a la población migrante objeto de tráfico ilícito y que, por su situación de vulnerabilidad, incluye víctimas potenciales de la trata de personas; 
DESTACANDO que la Asamblea General de las Naciones Unidas decidió establecer el Día Mundial contra la Trata de Personas el 30 de julio, todos los años a partir de 2014, para crear mayor conciencia de la situación de las víctimas de este delito, así como para promover y proteger sus derechos; 

RECONOCIENDO los avances alcanzados en la Declaración Política adoptada en la Sesión de Alto Nivel de la Asamblea General de Naciones Unidas relativa al Examen de Revisión del Plan de Acción Mundial para Combatir la Trata de Personas, celebrada en Nueva York el 27 y 28 de septiembre de 2017; 

RECONOCIENDO que la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención de Belém do Pará, 1994) incluye en su definición de “violencia contra la mujer” la trata de personas, entre otros, y establece la obligación de asegurar a las mujeres víctimas de trata acceso a procedimientos legales justos y eficaces, así como acceso efectivo a resarcimiento, reparación del daño u otros medios de compensación justos y eficaces (artículo 7); 
RECORDANDO la resolución titulada “Promoción de la Seguridad Hemisférica: Un Enfoque Multidimensional”, adoptada por el Cuadragésimo Séptimo Período Ordinario de Sesiones de la Asamblea General de la OEA en junio de 2017, así como las resoluciones del Consejo Permanente CP/RES. 1087/17 y CP/RES. 1089/17 referentes al lugar y fecha de la Quinta Reunión de Autoridades Nacionales en Materia de Trata de Personas; y 
REAFIRMANDO los objetivos del II Plan de Trabajo para Combatir la Trata de Personas en el Hemisferio Occidental 2015-2018 y sus indicadores sugeridos. 
DECLARAMOS LA IMPORTANCIA DE:

1. Rechazar cualquier acto que pueda constituir el delito de trata de personas en nuestro hemisferio, y enjuiciar a los responsables de la comisión de dicho ilícito conforme a la legislación nacional aplicable en la materia. 
2. Coadyuvar regionalmente a la prevención y la eliminación de la trata de personas y todas sus manifestaciones, tanto en el ámbito público como privado, dirigidos especialmente a mujeres y niños. 
3. Promover la implementación por los Estados Partes del Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especialmente mujeres y niños, que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, y alentar a expertos nacionales y a representantes de la sociedad civil de las Américas a que promuevan el intercambio de buenas prácticas y lecciones aprendidas en el ámbito mundial con respecto a la implementación de este protocolo. 
4. Tomar medidas inmediatas y efectivas en las Américas para erradicar la trata de personas y todas sus manifestaciones, y lograr la prohibición y eliminación de las peores formas de trabajo infantil, entre ellas el reclutamiento ilícito y el uso de niños soldados. 
5. Alentar las alianzas y redes  entre el sector público y el sector privado, que reúnan a las autoridades nacionales, las empresas, los medios de comunicación, el sector académico, las organizaciones de la sociedad civil y otros actores sociales, para fomentar la cooperación en el diseño e implementación de políticas y programas de prevención y eliminación de la trata de personas y protección de víctimas, y sus dependientes cuando corresponda, para facilitar el intercambio de información, experiencias y lecciones aprendidas. 
6. Alentar la creación de alianzas entre el sector público, el sector privado, la sociedad civil, y otros actores sociales, para intercambiar información sobre prácticas efectivas a efectos de prevenir, reducir y eliminar trabajos forzados en la cadena de oferta de cualquier tipo de bienes y servicios. 
7. Alentar la cooperación entre los sectores público y privado para prevenir y combatir la trata de personas y otras formas de explotación de los trabajadores migrantes, especialmente mujeres, niñas y niños. 
8. Alentar al sector privado, los sindicatos y a las instituciones pertinentes de la sociedad civil y otros actores sociales para que promuevan actividades, incluido códigos de conducta, que garanticen la protección de los derechos humanos y las libertades fundamentales de los trabajadores. en toda la cadena de suministro, a fin de prevenir situaciones de explotación que propicien la trata. 
9. Instar a la Secretaría General de la Organización a que desarrolle o revise, según proceda, políticas o normativas para fortalecer la protección contra la trata de personas en la adquisición institucional de bienes y servicios. 
10. Promover las alianzas entre el sector público, el sector privado, la sociedad civil y otros actores sociales para proporcionar alojamiento y servicios apropiados a las personas, especialmente mujeres y niños, que sean identificadas como víctimas de la trata de personas y sus dependientes cuando corresponda. 
11. Promover la atención psicológica, social, médica adecuada y asistencia jurídica, así como oportunidades educativas y laborales para facilitar la recuperación y reintegración de las víctimas de la trata de personas, y cuando proceda sus dependientes, así como fortalecer la actuación y cooperación regional e internacional en consecuencia. 
12. Promover el acceso a la asistencia legal gratuita para las víctimas de trata de personas, incluyendo la protección de sus derechos humanos como migrantes cuando corresponda, y sus derechos jurídicos ante los procedimientos judiciales y administrativos pertinentes.
13. Impulsar la prevención de la trata de personas y la identificación de las víctimas de la trata de personas en el ámbito nacional, regional e internacional. 
14. Impulsar el desarrollo de modelos de legislación, programas y políticas a nivel regional centrados en la identificación, atención, protección y asistencia a las víctimas de trata de personas tal y como se establece en el Protocolo de la Convención de Palermo, y cuando proceda sus dependientes, para que sirvan de guía y referente a los Estados en el diseño e implementación de sus propios esfuerzos nacionales, incluyendo la conceptualización de los delitos de trata y su tipificación. 
15. Adoptar medidas legislativas u otras medidas nacionales apropiadas que permitan a las personas migrantes identificadas como víctimas de trata de personas, y a sus dependientes cuando corresponda, recibir protección y asistencia integral especializada; incluyendo permisos de trabajo, así como permisos de residencia temporal o permanente en el territorio del país en donde se encuentren, según corresponda, y de conformidad con el derecho internacional y los marcos jurídicos nacionales. 
16. Fomentar mecanismos de cooperación bilateral, regional y multilateral para la homologación de procedimientos, según sea necesario, para la repatriación segura y humana de las víctimas de trata de personas, y de sus dependientes cuando corresponda, incluido el acceso a la asistencia para la reintegración, según corresponda, y de conformidad con el derecho internacional y los marcos jurídicos nacionales. 
17. Fortalecer la cooperación con las organizaciones de la sociedad civil, el sector académico y otros actores sociales con miras a implementar estrategias de información, concientización y sensibilización dirigidas a la sociedad en general y a grupos focalizados, especialmente aquellos sectores identificados como vulnerables ante la trata de personas, con el fin de prevenir y combatir este delito y mejorar el intercambio de información. 
18. Promover la capacitación permanente de los servidores públicos sobre las consecuencias jurídicas de la trata de personas, con la finalidad de abordar y enfrentar los factores que condicionan la comisión de este delito, incluyendo la demanda que propicia cualquier forma de explotación. Identificar contenidos esenciales de capacitación que los funcionarios públicos deberían recibir, según el área de trabajo y las funciones que desempeñan. 
19. Continuar promoviendo la capacitación permanente e integral, entre otras medidas, de funcionarios y personal de los sectores de inmigración, salud, relaciones exteriores, servicios consulares, seguridad, inspecciones laborales y servicios sociales, entre otros, sobre las diferentes características de la trata de personas en todas sus formas, a fin de mejorar sus habilidades para prevenir, detectar, investigar, enjuiciar y condenar la trata de personas y proporcionar atención integral, oportuna y adecuada a las víctimas de trata de personas, incluyendo en trauma emocional, considerando las específicas para cada grupo poblacional y sus particulares condiciones de vulnerabilidad a que pueden estar sometidas cada una de ellas, conforme a la legislación nacional e internacional vigente. 
20. Fortalecer las capacidades de las autoridades y funcionarios nacionales encargados de la investigación, persecución y condena de los delitos de trata de personas en los países miembros, así como reforzar la cooperación y coordinación entre los organismos encargados de hacer cumplir la ley en los planos nacional, regional e internacional para prevenir e investigar el delito de trata de personas, así como perseguir y condenar a los responsables del delito y sus cómplices y abordar la necesidad de asistencia y protección a las víctimas durante la investigación y condena de este delito.

21. Desarrollar políticas públicas que incorporen insumos del sector privado, la sociedad civil y otros actores sociales, incluyendo a los sobrevivientes del delito de trata de personas, para ayudar a las víctimas de este delito a reintegrarse en la sociedad y a encontrar empleo. 
22. Considerar el establecimiento y/o aplicación de acuerdos de asistencia jurídica recíproca y de extradición, según corresponda, para investigar, aprehender, procesar y condenar a los responsables de la trata de personas de conformidad con las disposiciones relevantes del derecho nacional e internacional, incluida la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y sus protocolos. 
23. Promover la promulgación o actualización de leyes nacionales contra la trata de personas en las cuales se definan claramente y se penalicen los actos, los medios y el propósito específicos de los delitos de trata de personas, como se requiere de los Estados Partes del Protocolo de la Convención de Palermo. 
24. Asegurar, a través de la Secretaría de Seguridad Multidimensional y de la Secretaría Técnica del Mecanismo de Seguimiento de la Convención de Belém do Pará - MESECVI se lleve a cabo la coordinación, sinergia y el intercambio de información entre las autoridades nacionales en materia de trata de personas y las autoridades nacionales competentes en materia de derechos de las mujeres, a fin de fortalecer la prevención, la sanción y la erradicación de la trata de personas, especialmente de mujeres y niñas, bajo una perspectiva de género en el marco del respecto a los derechos humanos y de acuerdo a la Convención de Belém do Pará, en cumplimiento de los acuerdos emanados de la Séptima Conferencia de los Estados Parte de la Convención de Belém do Pará. 
25. Aumentar la cooperación y la asistencia internacional, regional y subregional entre los países de origen, tránsito y destino con el fin de reforzar su capacidad de combatir la trata de personas, incluso participando en esfuerzos para prevenir, investigar, sancionar y condenar todas las formas del delito de trata de personas. 

26. Aumentar los esfuerzos, de conformidad con las legislaciones nacionales, para generar indicadores estandarizados y comunes, así como variables, y aumentar la disponibilidad y la calidad de los datos estadísticos comparables, que puedan intercambiarse a nivel local, regional y mundial. Dicha información es necesaria para detectar las tendencias y características de la trata de personas, apoyar las prácticas efectivas, determinar las necesidades de asistencia técnica y contribuir a la formulación de políticas, incluida la adopción de medidas que aborden la demanda que fomenta la trata de personas. 
27. Promover la asignación de los recursos financieros adecuados, en la medida de lo posible, para la implementación de los programas, planes y acciones nacionales encaminadas a la prevención de la trata de personas, el procesamiento y la persecución de los responsables de este delito y el suministro de asistencia integral, incluyendo un enfoque adecuado para casos de trauma emocional, así como la atención y protección a las víctimas, y cuando proceda a sus dependientes. 

28. Encomendar a la Secretaría General de la Organización de Estados Americanos a que incluya, en el Proyecto de Programa-Presupuesto a ser considerado por la Asamblea General, los recursos financieros del Departamento de Seguridad Pública y el Departamento contra la Delincuencia Organizada Transnacional necesarios para la instrumentación de los planes de trabajo para combatir la trata de personas en el hemisferio occidental y brindar la asistencia técnica necesaria a los países miembros que así lo requieran. 
29. Apoyar, en el ámbito de la Red Interamericana de la Prevención de la Violencia y el Delito, la Plataforma de Conocimiento sobre la Trata de Personas a nivel regional y colaborar con la presentación, al Departamento de Seguridad Pública, de la información y de los datos requeridos para dicha Plataforma. 
30. Felicitar a todos los Estados Miembros por haber firmado y ratificado la Convención de Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Trasnacional y su Protocolo correspondiente e instarlos a implementarlos de manera eficaz en favor de las víctimas de este delito. 
31. Extender el período de implementación del II Plan de Trabajo para Combatir la Trata de Personas en el Hemisferio Occidental hasta el año de 2020. 
32. Invitar a la Secretaría General de la Organización de Estados Americanos para que, a través de la Secretaria de Seguridad Multidimensional, continúe acompañando la implementación del II Plan de Trabajo para Combatir la Trata de Personas en el Hemisferio Occidental 2015-2020, y brindando la asistencia técnica necesaria a los países miembros que así lo requieran. 
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�.	El 5 de marzo, la Delegación de Paraguay quedó ad referéndum de todo el documento.


�.	El Protocolo de la Convención de Palermo al cual se hace referencia en este documento es el Protocolo de las Naciones Unidas para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, Especialmente Mujeres y Niños.





